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RADICADO: 2011.00160.01
Se entra a resolver la apelación impetrada contra el auto del trece (13) de junio de dos mil doce (2012), proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Santa Marta, dentro del proceso ordinario promovido por el señor ARISTIDES SEGUNDO PEDROZA ELÍAS contra MARTHA DINORA HERNÁNDEZ SIERRA.
ANTECEDENTES
Mediante providencia fechada trece (13) de junio de dos mil doce (2012), el Juez Quinto Civil del Circuito de Santa Marta resolvió abrir a pruebas la referenciada causa por el lapso de cuarenta (40) días, decretándolas en favor de ambas partes, y absteniéndose de conceder mérito suasorio a los documentos aportados en copias simples, en especial a los visibles a folios 12 a 21, 24, 41 adosados por el demandante, y el que lo fue por la encausada que reposa a folios 82 y 83 ibídem (fl. 16 C. Copias).
Inconforme con tal determinación, el procurador judicial del extremo pasivo de la Litis interpuso en su contra recurso de reposición y en subsidio de apelación, esgrimiendo, en síntesis que el conductor del debate procesal no debió desestimarlo como prueba, en virtud de lo dispuesto por el inciso 4o del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, que estatuye que los documentos privados emanados de las partes se presumen auténticos, sin necesidad de autenticación o presentación personal (fls. 17 a 19 ejusdem).
Por auto adiado veintiocho (28) de agosto de la corriente añada, el juez a quo resolvió no reponer el auto recurrido y conceder la alzada propuesta, con sustento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.

ACTUACIÓN DEL TRIBUNAL
La alzada fue admitida mediante proveído del veinticuatro (24) de septiembre de dos mil doce (2012), mediante el que también se ordenó correr los traslados de ley, término durante el cual las partes guardaron silencio (fl. 4 C. Tribunal).
CONSIDERACIONES
En torno al tópico sometido a estudio, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia proferida el siete (7) de junio de dos mil doce (2012), con ponencia del Dr. ARIEL SALAZAR RAMÍREZ[footnoteRef:1], realizó un exhaustivo análisis, que aunque fue realizado en sede de acción de tutela, define indubitablemente el derrotero que debe seguirse en materia de la valoración probatoria de los documentos privados aportados por las partes a una causa judicial, en los siguientes términos: [1:  Acción de tutela promovida por Cristian Javier Moreno Gutiérrez contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Ibagué y la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de esa ciudad.
] 

“En efecto, cuando el demandante pretenda hacer valer dentro del proceso documentos que se encuentran en su poder -sean públicos o privados-, deberá acompañarlos con la demanda o en las demás oportunidades señaladas en la ley.
Esos documentos, preceptúa el artículo 253 del ordenamiento procesal, “se aportarán al proceso originales o en copia. Ésta podrá consistir en transcripción o reproducción mecánica del documento”.
Mas, la aducción de copias no puede realizarse de cualquier modo, pues tratándose de reproducciones mecánicas, la ley procesal sujetó su aportación a los requisitos taxativamente señalados en el artículo 254.
En estrecha relación con lo que establece esa norma, el artículo 268, en cuanto al mérito probatorio de los documentos privados, preceptúa que “las partes deberán aportar el original de los documentos privados, cuando estuvieren en su poder”, pero al mismo tiempo consagró las excepciones que autorizan aportar en copia los que hayan sido protocolizados; los que formen parte de otro proceso del que no puedan ser desglosados, siempre que la copia se expida por orden del juez; y aquellos cuyo original no se encuentre en poder de quien los aporta. En este último caso, para que la copia preste mérito probatorio será necesario que su autenticidad haya sido certificada por notario o secretario de oficina judicial, o que haya sido reconocida expresamente por la parte contraria o demostrada mediante cotejo.
A partir de la interpretación de esas normas, resulta incuestionable que, como regla general, los documentos privados han de presentarse en original, salvo las excepciones que consagra el preanotado artículo 268, y, a falta de éstos, se pueden aportar copias de los mismos siempre y cuando cumplan con las formalidades que se acaban de trascribir.
De ello se deduce, necesariamente, que las copias simples o informales carecen en nuestro ordenamiento procesal de todo valor probatorio.
La anterior posición ha sido asumida de manera reiterada por la jurisprudencia de esta Corte, sin que exista razón alguna para modificar ese criterio, pues la legislación al respecto no ha introducido ninguna variación.
De hecho, frente a la opinión de algún sector de la doctrina que se inclina por afirmar que la Ley 1395 de 2010 suprimió la obligación de aportar los documentos originales o, en su defecto, las copias autenticadas de los mismos, dándole el mismo valor a las copias simples, conviene realizar las siguientes precisiones.
El artículo 11 de la Ley 1395 de 2010, que modificó el inciso 4o del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, se refiere a la presunción de autenticidad que poseen los documentos privados emanados de las partes, y que son presentados en original o en copia para fines probatorios. Es decir que la ley presume auténticos tanto los documentos suscritos por la parte que los aporta, como los creados por la parte contra quien se aducen, respecto de los cuales no exige presentación personal ni autenticación.
La anterior norma no presenta ningún problema cuando la presunción de autenticidad se predica de los documentos que se presentan en original o en copias que cumplan los requisitos señalados por el artículo 268 de la ley procesal. Pero cuando se trata de un documento que se aporta en copia simple o informal, esa presunción no puede admitirse, pues ello equivaldría tanto como a dejar a la contraparte sin derecho a ejercer su defensa.
En efecto, la presunción de autenticidad contemplada en la referida disposición es una presunción legal, y como tal admite prueba en contrario. Luego, la parte contra quien se opone el documento ha de tener la posibilidad de desconocerlo en la forma prevista en el artículo 275 de la ley procesal, es decir mediante tacha de falsedad, la cual se formula y tramita en la forma y términos señalados en los artículos 289 y 290 del mismo ordenamiento.
En ese orden, si para la demostración de la autenticidad del documento se requiere del cotejo pericial de la firma o del manuscrito, o de un dictamen sobre las posibles adulteraciones, resultaría imposible a los expertos determinar el hecho que se quiere probar únicamente con la reproducción mecánica o fotostática, dado que, por lo general, ese tipo de documentos no es susceptible de ser analizado como sí lo es el original. De hecho, sobre unas copias simples no es posible examinar elementos como la identidad de la firma, la presión ejercida sobre el papel, el calibre y contorno de los trazos, entre otros, necesarios para determinar la verdadera autoría del instrumento.
A partir de esas consideraciones se colige que la presunción de autenticidad de las copias simples que señala el inciso 4o del artículo 252, modificado por el artículo 11 de la Ley 1395 de 2010, sólo es aplicable si se trata de documentos que se aportan en original o en copias que cumplan con los requisitos señalados en los artículos 254 y 268 del estatuto adjetivo.
De manera que el artículo 11 de la Ley 1395 de 2010 no equiparó el valor de las copias simples al del documento original, ni derogó las exigencias contempladas en los artículos 254 y 268 del ordenamiento procesal; por lo que no tiene ningún sentido afirmar algo distinto, pues si el legislador así lo hubiera querido, le habría bastado con eliminar del ordenamiento procesal las normas que imponen los aludidos requisitos o, simplemente, habría preceptuado que las copias informales tienen para todos los efectos legales el mismo valor que el original, lo que, evidentemente, no ha hecho.
De todo lo expuesto se concluye que las copias simples o informales carecen de todo valor probatorio, como lo ha venido sosteniendo esta Corporación en pretéritas decisiones; por lo que dictar una sentencia con fundamento en esa especie de documentos constituye, evidentemente, una violación al debido proceso.”
Confrontando los diáfanos lineamientos pretranscritos con la situación sometida al arbitrio de esta Sala Unitaria, se tiene que el contrato de compraventa de automotor visible a folios 82 y 83 del cuaderno principal, aportado con fines demostrativos por la demandada MARTHA HERNÁNDEZ SIERRA no cumple con los requisitos legales para ser tenido como elemento suasorio.
Justamente, revisados los aludidos folios, se constató que fue allegado al expediente en un duplicado en que no consta que haya sido autenticado o autorizado por funcionario público competente, ni que se trata este de uno de los eventos previstos por el artículo 268 de la Codificación Ritual.
Así pues, sin mayor ejercicio mental, arriba esta Colegiatura a la necesaria conclusión que merece plena confirmación la decisión venida en alzada, a lo que se procederá en el acápite resolutivo de este auto.
Como no está demostrado el valor de las pretensiones, ni las partes desplegaron actividad procesal de ninguna índole en esta instancia, se exonerará de la condena en costas.
Por lo brevemente diserto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta,
RESUELVE
PRIMERO: Confirmar el auto proferido el trece (13) de junio de dos mil doce (2012), proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Santa Marta, dentro del proceso ordinario promovido por el señor ARISTIDES SEGUNDO PEDROZA ELÍAS contra MARTHA DINORA HERNÁNDEZ SIERRA.
SEGUNDO: Sin costas en esta instancia.
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, vuelva el legajo al despacho de origen, para lo de su cargo.
Notifíquese y Cúmplase
ALBERTO RODRÍGUEZ AKLE 
Magistrado
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